
Tribunal de Justicia ha de resolver asuntos de 
naturaleza constitucional: «conflictos que ponen 
en juego los elementos estructurales de un orde-
namiento o instituciones que representan los 
valores superiores de la comunidad» (p. 301). En 
el modelo discursivo el «Tribunal de Justicia se 
muestra atento a todos los actores en el discurso 
judicial...» (sobre todo las instancias nacionales y 
el TEDH)—, A partir de ahí, el Tribunal de 
Justicia está en condiciones de elaborar una 
posición común a la luz de la postura represen-
tada por todas las instancias. Esa communis opinio 
no se trata de un estándar mínimo, sino de un 
producto resultante de una ponderación bajo un 
marco de racionalidad (p. 302). El modelo dis-
cursivo se hace necesario, encontrando ahí su 
fundamento, en un «ordenamiento plural marca-
do por la inexistencia de una fuente última de 
legitimidad». Añade así el autor que en ese 
modelo «resulta positivo que el Tribunal haga un 
esfuerzo por buscar un consenso europeo, des-
prendiendo la autoridad de sus decisiones a 
partir de un discurso entre todas las tradiciones 
constitucionales» (p. 325).

III. Valoración.

1. Crisis y reconstrucción del Poder Judicial de la 
Unión

Sarmiento dedica páginas magnificas a 
relatarnos la interpretación de corte federal que 
el Tribunal de Justicia elabora respecto a la cues-
tión prejudicial. Esa reconstrucción y ordena-
ción de la jurisprudencia resalta una vez más la 
modulación de la cuestión prejudicial por parte 
del Tribunal de Justicia. Según el autor logra así 
este Tribunal un mayor control sobre el derecho 
estatal y una mayor uniformidad en la aplicación 
del derecho comunitario. 

Creo, no obstante, que conviene seguir 
planteándonos si el actual modelo judicial es el 
adecuado para un ordenamiento como el euro-
peo, con vocación constitucional y que predica 
la primacía de todas sus normas (supuestamente 

frente a todo el derecho estatal, incluido el cons-
titucional5). Recordemos que estamos hablando 
de un sistema judicial en el que la tutela de los 
intereses particulares fundada en derecho comu-
nitario corresponde casi en exclusiva al juez 
ordinario, dada la precariedad de la legitimación 
activa de los particulares ante el Tribunal de 
Justicia. Y tengamos también en cuenta que el 
único instrumento procesal de relación entre el 
juez ordinario y el Tribunal de Justicia es la cues-
tión prejudicial, esto es, una cuestión incidental 
cuyo planteamiento depende únicamente del 
propio juez ordinario. Es aquí, en mi opinión, 
donde está la gran debilidad actual del Poder 
Judicial de la Unión: la primacía del derecho 
comunitario y su aplicación uniforme se subor-
dina en última instancia a la voluntad del juez 
ordinario. Así las cosas, la tendencia federal des-
crita por Sarmiento goza de una gran fuerza 
persuasiva, pero deja sin responder (y sin formu-
lar) qué hacer cuando un juez ordinario no 
plantea la cuestión prejudicial. 

En el actual estado de cosas, la respuesta 
sólo puede ser fragmentaria. Por ejemplo, en la 
jurisprudencia CILFIT, el Tribunal de Justicia 
muestra un esfuerzo por objetivar la duda del 
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Daniel SARRMIENTO: Poder judicial e integración europea. La construcción de un modelo jurisdic-
cional para la Unión. Prólogo de D. Ruiz Jarabo. ED. Thomson/Civitas y Garrigues, 
Madrid, 2004, 379 páginas.

1  No comparto la expresión utilizada por 
Sarmiento para describir este fenómeno: «desdobla-
miento en la función jurisdiccional» (p. 41). La fun-
ción jurisdiccional permanece intacta en su unidad. 
Consiste, como nos señala el art. 117 de la 
Constitución en «juzgar y hacer ejecutar lo juzgado» 
por jueces independientes. La naturaleza de la potes-
tad jurisdiccional y su unidad no se ve alterada por la 
incorporación de un nuevo ordenamiento en el des-
empeño de esa función (sea el ordenamiento comuni-
tario o los ordenamientos autonómicos). 

2  Esta es una pregunta central en la discusión 
constitucional de la Unión. Para insertarla en un con-
texto más amplio remito a mi monografía, El Tribunal 
Constitucional ante el control del derecho comunitario, Civitas, 
Madrid, 2002, pp. 31-48.



ción de funciones, tendría un espacio residual 
orientado a salvaguardar la competencia de juez 
estatal en la interpretación de su propia compe-
tencia. Finalmente, el modelo discursivo, carac-
terizado por el diálogo entre jurisdicciones, sería 
el adecuado para solventar los asuntos constitu-
cionales, entendidos éstos como la expresión 
normativa de valores fundamentales de la comu-
nidad política (en p. 235 se expone de manera 
sintética la conclusión del libro).

1. El modelo federal en la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia. 

El autor intenta dar sentido4 a una serie de 
principios jurisprudenciales con la intención de 
demostrar que la interpretación de la cuestión 
prejudicial por el Tribunal de Justicia resulta en 
un modelo federal cuya cúspide le pertenece. 
Esa ordenación de sentido se compone de tres 
elementos. 

Primero, estudiada en el capítulo segundo, 
se expone la doctrina jurisprudencial que conce-
de al Tribunal de Justicia potestad para ser el 
guardián último y definitivo de la interpretación 
del derecho comunitario. Según Sarmiento, los 
eslabones de esta doctrina son el principio de 
cosa juzgada material, la objetivación de la duda 
que obliga al reenvío, las condiciones que se 
exigen en el planteamiento de la cuestión para 
que la respuesta del Tribunal sea útil, el mono-
polio de control de validez, la obligación del juez 
ordinario de interpretar el derecho estatal de 
modo favorable al planteamiento de la cuestión 
prejudicial y el derecho a la tutela judicial de las 
pretensiones fundadas en derecho comunitario.

En segundo lugar, durante el capítulo ter-
cero, el autor expone los elementos jurispruden-
ciales que han ampliado los márgenes de la 
competencia del Tribunal de Justicia. Estos prin-
cipios serían la capacidad del Tribunal de Justicia 
para reformular la pregunta y manipular la con-
creción o amplitud de la respuesta, la extensión 
del concepto de órgano jurisdiccional, la inter-
vención sobre controversias estrictamente nacio-
nales que tienen su razón de ser en una discrimi-
nación inversa provocada por el derecho nacio-
nal o en una remisión del derecho estatal al 
derecho comunitario y la capacidad de controlar 
la conformidad del derecho estatal con Directivas 
cuyo plazo de trasposición aún no ha concluido.

El autor desgrana finalmente, a través del 
capítulo cuarto, el tercer elemento del modelo 
vertical, que permite al Tribunal de Justicia 
enjuiciar directamente una decisión judicial con-
creta (p. 296 y ss.). Se trata de una triple línea 
jurisprudencial, que, como advierte Sarmiento, 
está todavía en fase de formación y las conse-
cuencias que se puedan extraer sólo serán titu-
beantes. Se refiere al recurso por incumplimien-
to frente a actuaciones estatales que consisten en 
decisiones judiciales, a la posibilidad de indemni-
zación al particular cuando el incumplimiento 
nazca de una decisión judicial y, por último, a la 
primacía del derecho comunitario incluso frente 
a actos con valor de cosa juzgada.

2. El modelo horizontal en la jurisprudencia del 
Tribunal de Justicia.

El modelo horizontal, según la exposición 
de Sarmiento, tiene un espacio residual. Se con-
centra en aquellas cuestiones que versan sobre le 
funcionamiento de los jueces estatales, especial-
mente cuando se discute la falta de competencia 
de estos jueces. En tales casos, el Tribunal de 
Justicia elude la decisión apoyándose en la divi-
sión de funciones que estipula el art. 234 TCE 
(p. 294 y sigs.). Para el autor, la razón de esta 
jurisprudencia radica en la voluntad del Tribunal 
de Justicia de evitar entrar en relaciones conflic-
tivas con los jueces estatales y fomentar así la 
continuidad de la cooperación (p. 295). 

3. Los caracteres del modelo discursivo.

La exposición del modelo discursivo com-
pone la parte más creativa del trabajo de 
Sarmiento. Posteriormente me detendré en una 
valoración crítica, por eso me interesa ahora 
detallar los argumentos del autor. Define este 
modelo en atención a su objeto, procedimiento 
y fundamento. Así las cosas, el modelo discursi-
vo sería útil para los supuestos en los que el 
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del Tribunal». Esto, en mi opinión, es un exceso de 
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Tribunal de Justicia, sino un verdadero esfuerzo inte-
lectual por darle sentido.



cial. Sin duda, crecerían las posibilidades de con-
flicto entre el Tribunal de Justicia y los jueces 
ordinarios, pero creo que la integración jurídica 
europea ha alcanzado suficiente grado de madu-
rez para soportar las posibles tensiones10.

2. Posibilidades y límites del discurso entre juris-
dicciones. 

Comparto con Sarmiento su interés a 
favor de un «modelo discursivo» para los asun-
tos de naturaleza constitucional. Según el autor, 
ese modelo consistiría en un sistema donde el 
Tribunal de Justicia habría de lograr una commu-
nis opinio tras un proceso de ponderación en el 
que tendría en cuenta a los distintos actores del 
discurso judicial (p. 302). La clave, no obstante, 
radica en traducir a términos procesales esa 
declaración abstracta, pues la historia de la inte-
gración europea nos recuerda que el diálogo 
entre jurisdicciones constitucionales (o material-
mente constitucionales) puede parecerse más a 
un proceso de «acción-reacción» que a un verda-
dero «diálogo racional». Sin duda, contamos ya 
con instrumentos procesales suficientes para 
fomentar una fecunda interacción entre jurisdic-
ciones. La remisión del art. 6 TUE a las tradicio-
nes constitucionales, consolidada y perfecciona-
da en el art. 112 de la Constitución, fuerzan al 
Tribunal de Justicia al uso del derecho compara-
do como criterio interpretativo. Ahora bien, este 
diálogo sólo puede ser pleno si los Tribunales 
Constitucionales toman conciencia de su dimen-
sión europea y desarrollan todas las potenciali-
dades de la cuestión prejudicial. Únicamente este 
instrumento puede superar las cortapisas de un 
diálogo entre extraños para instaurar una verda-
dera relación procesal entre jurisdicciones y un 
debate sobre objetos procesales ciertos11.

En otro orden de cosas y pese al interés 
que suscita el modelo discursivo, conviene estu-
diarlo en el contexto del entramado constitucio-
nal de la Unión y hacer así patentes sus propias 
limitaciones. A nadie se le escapa la importancia 
que el Tribunal de Justicia ha tenido en la forma-
ción de la narrativa constitucional de la Unión, 
ya fuera en la definición de los rasgos del orde-
namiento de la Unión o en la formulación de sus 
presupuestos constitucionales. En ese marco se 
ha de insertar el modelo discursivo; por tanto, 
sus posibilidades irán siempre anudadas al peso 

del Poder Judicial, en especial del Tribunal de 
Justicia, en la construcción del Constitucionalismo 
europeo. 

En mi opinión, este paradigma judicial ha 
agotado su impulso. Durante mucho tiempo el 
Tribunal de Justicia asumió la responsabilidad de 
formular los elementos constitucionales del pro-
ceso de integración. Comenzó por señalar la 
legitimidad funcional de las Comunidades —
Costa, Van Gend—, para más tarde, mediante 
los derechos fundamentales, indicar que el poder 
público comunitario encaminado a esos fines 
había de tener límites. Sin embargo, el Tribunal 
de Justicia, por las propias características de la 
función jurisdiccional nunca ha estado en condi-
ciones de fundamentar el interrogante capital 
que engendra el problema del poder: ¿cuál es la 
voluntad política que sostiene un orden consti-
tucional? Y de la indecisa respuesta a esta pre-
gunta nacen ulteriores cuestiones irresueltas: 
¿cuál es la norma suprema, la Constitución espa-
ñola o la Constitución europea?, que a su vez se 
puede expresar, como hace Sarmiento, en térmi-
nos jurisdiccionales: «¿quién será el Tribunal 
encomendado con la máxima interpretación del 
derecho Comunitario?» (p. 43). Parece obvio que 
todas estas cuestiones no hallarán nunca contes-
tación firme mediante un modelo discursivo 
entre jurisdicciones, que a lo sumo puede paliar 
la urgencia de su demanda. Europa, más que 
nunca, se encuentra en el tiempo de la política y, 
por tanto, en el espacio de los ciudadanos.

Miguel AZPITARTE SÁNCHEZ
Universidad de Granada
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juez ordinario, intentado así limitar la discrecio-
nalidad de éste en el planteamiento de la cues-
tión prejudicial. Yo mismo he intentado fundar 
que, de acuerdo con CILFIT, en algunos casos 
es posible concebir que existe para el juez ordi-
nario la obligación de elevar la cuestión prejudi-
cial6. Y no podemos olvidar, ya en el orden 
constitucional, la línea de investigación que a 
principios de los noventa abrieron R. Alonso y 
J.M. Baño en torno a la posibilidad de recurrir 
ante el Tribunal Constitucional en amparo frente 
a la negativa del juez de elevar la cuestión7. 
Durante una década esta veta de pensamiento 
tuvo escasísimos réditos jurisprudenciales; sin 
embargo, la sentencia 58/2004, de 19 de abril 
parece que abre pequeñas fisuras en la prover-
bial insensibilidad de nuestro Tribunal 
Constitucional ante el fenómeno jurídico de la 
integración europea. 

La fragilidad de las soluciones que acabo de 
esbozar, ahonda la crisis del Poder Judicial de la 
Unión, que podría enunciarse en los siguientes 
términos: el modelo judicial sostenido sobre la 
cuestión prejudicial, incluso bajo la interpretación 
federalizante del Tribunal de Justicia, no se adecua 
a la ambición del ordenamiento comunitario, 
materialmente constitucional y compuesto de 
normas dotadas de primacía incondicional que 
exigen una aplicación uniforme. ¿Cómo recons-
truir el sistema judicial de la Unión? Seguramente 
son muchas las hipótesis que se pueden imaginar, 
pero en mi opinión, esa reconstrucción ha de 
acometerse tomando el derecho fundamental a la 
tutela judicial como referencia inexcusable8. El 
Poder Judicial de la Unión hunde sus raíces en un 
modelo pensado para la depuración del ordena-
miento estatal. No obstante, la interpretación de 
la cuestión prejudicial por el Tribunal de Justicia 
lo ha inclinado paulatinamente hacia una com-
prensión cada vez más centrada en la garantía de 
derechos. Hoy es posible concebir la tutela por los 

jueces ordinarios de los intereses fundados en 
derecho comunitario como un derecho funda-
mental de la Unión9. Y a partir de este vértice creo 
que es bastante sencilla la reorganización del 
Poder Judicial. Respetando su estructura judicial 
—jueces ordinarios y Tribunal de Justicia-, sería 
preciso añadir junto a la cuestión prejudicial un 
nuevo instrumento procesal: un recurso devoluti-
vo instado por las partes procesales. En este 
modelo el juez ordinario conservaría la posibili-
dad de cooperar mediante la cuestión prejudicial 
en la efectiva aplicación del derecho comunitario. 
Pero el particular, como extensión de su derecho 
fundamental a la tutela judicial de sus intereses 
fundados en derecho comunitario, dispondría de 
la facultad de instar un recurso ante el Tribunal de 
Justicia frente a las decisiones judiciales que con-
siderara equivocadas. Una moderada tasación de 
los motivos de recurso y un inteligente uso de la 
admisión a trámite por el Tribunal de Justicia, 
asegurarían su uso correcto. La acción procesal de 
los particulares, que ha sido el verdadero motor 
de la eficaz aplicación del derecho comunitario, 
encontraría así su pleno desarrollo, en coherencia 
con la comprensión contemporánea del derecho 
al recurso como parte integrante de la tutela judi-
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5  Significativamente, la discusión constitucio-
nal sobre el Proyecto de Constitución se está concen-
trando en la extensión de la primacía, véase tanto el 
Dictamen del Consejo de Estado 2544/2004 como la 
Declaración 1/2004, de 13 de diciembre del Tribunal 
Constitucional. En la doctrina se pueden ya confron-
tar los trabajos de F. BALAGUER CALLEJÓN: 
«Soluciones

apócrifas a problemas ficticios. Un comentario al dic-
tamen del Consejo de Estado sobre el Tratado por el 
que se establece una Constitución para Europa», 
Diario La Ley de la Unión Europea, núm. 6138; y J.F. 
SÁNCHEZ BARRILAO: «Relación entre el Derecho 
de la Unión y el Derecho de los Estados Miembros», 
Revista de Derecho Constituciónal Europeo, núm. 2, 
2004. V. FERRERES Y A. SAIZ: «¿Realmente hay que 
reformar la Constitución española para adecuarla a la 
clausula de primacía de la Constitución europea?» 
Actualidad Jurídica Avanzada, 2004.

6  M. AZPITARTE SÁNCHEZ: El Tribunal 
Constitucional ante el control del derecho comunitario derivado, 
pp. 114 y sigs.

7  R. ALONSO GARCÍA y J.M BAÑO 
LEÓN: «El recurso de amparo frente a la negativa a 
plantear la cuestión prejudicial ante el Tribunal de 
Justicia de la Comunidad Europea», Revista Española 
de Derecho Constitucional, núm. 29, 1990. Cfr. 
actualmente el excelente libro de R. ALONSO 
GARCÍA: El juez español y el derecho comunitario, Tirant 
Lo Blanch, Valencia, 2003, pp. 282 y sigs.



tratando de convertirlo en un verdadero atributo 
del ciudadano (pp. 351 a 409).

Late en el conjunto de la monografía una 
buena dosis de decepción sobre las expectativas 
no alcanzadas por la ciudadanía europea. 
Decepción que abarca prácticamente todos sus 
aspectos. Desde el propio vínculo, prima facie, 
hasta la extensión y contenido de los derechos.

Esta decepción o indiferencia resultaría 
justificada a la vista del resultado. Como la auto-
ra refiere con detalle en el segundo de los blo-
ques, se articuló una ciudadanía que dependía 
con total exclusividad de la necesaria intermedia-
ción estatal. «Es ciudadano de la Unión toda 
persona que ostente la nacionalidad de un 
Estado miembro». La definición del ciudadano 
comunitario se reconducía a la condición de 
ciudadano de un Estado miembro. Funcional, 
cierto es; aunque un tanto paradójico.

Resultaba así que la llave de la determina-
ción de la condición de ciudadano de la Unión 
(ya con personalidad jurídica en el proyecto de 
Constitución) quedaba al arbitrio de cada 
Estado. La ciudadanía de la Unión se adquiriría 
y perdería, de esta manera, asociada a la naciona-
lidad estatal. De inexcusable reseña sería aquí la 
conocida sentencia Micheletti: «La determina-
ción de los modos de adquisición y pérdida de la 
nacionalidad es, de conformidad con el Derecho 
internacional, competencia de cada Estado 
miembro, competencia que debe ejercerse respe-
tando el derecho comunitario. No corresponde 
a la legislación de un Estado miembro limitar los 
efectos de la atribución de la nacionalidad de 
otro Estado miembro, exigiendo requisitos adi-
cionales para reconocer dicha nacionalidad en 
orden al ejercicio de las libertades fundamenta-
les previstas en el Tratado». Por tanto, reconoci-
miento incondicional de la nacionalidad.

Esta cuestión relativa al criterio de atribu-

ción de la condición de ciudadano parecía por 
otro lado lógica a la vista de las reticencias y 
recelos que esta ciudadanía suscitó en ciertos 
estados, al entenderse como una suerte de 
potencial amenaza a su identidad nacional. 
Recordemos, por ejemplo, las precisiones sobre 
la no sustitución de la ciudadanía nacional que 
tuvo que hacer el Consejo europeo de 
Edimburgo aquel mismo año, tras el primer 
referéndum danés sobre el Tratado de la Unión. 
Ello se señalaría con claridad en Ámsterdam, un 
lustro después: «la ciudadanía de la Unión será 
complementaria y no sustitutiva de la ciudadanía 
nacional». Como vemos, ciudadanía de superpo-
sición o ciudadanía satélite como se la vino en 
calificar (V. LIPPOLIS, «La cittadinanza europea»: 
1993). No habría que olvidar aquí tampoco las 
cuestiones atinentes a los regímenes especiales 
(sobre esta cuestión, vid. P. JUÁREZ, Nacionalidad 
estatal y ciudadanía europea: 1998), punto que por 
razones obvias no entraremos a abordar. 

La opción por ese mismo criterio la hace 
igualmente excluyente y reduccionista. 

La exclusión en este caso se produce de 
manera inmediata respecto del residente comu-
nitario. Parece preciso plantearse si resulta lógi-
co, o siquiera funcional, que éste deba quedar 
completamente al margen de todo el proceso. 
Especialmente porque muchos de los derechos 
de esa ciudadanía ya los disfruta sin necesidad de 
la misma. No obstante, cierto es que podrá obje-
tarse, en todo caso, los eventuales riesgos que 
para la construcción de una identidad europea 
ello podría conllevar. Aunque a este argumento 
también puede darse la vuelta. A esa exclusivi-
dad habría que añadir igualmente otra perspecti-
va contraria; esto es, el que pueda resultar, o no, 
excesivamente incluyente. Pensamos en todas 
aquellas personas que sin mantener vinculación 
alguna con la Unión Europea son considerados 
nacionales por mor de una política legislativa de 
determinación de la nacionalidad excesivamente 

518 RECENSIONES

10 En esta discusión, aunque con un sentido 
contrario a mi propuesta, es imprescindible el trabajo 
de J.C. COHEN.: <<The European Preliminary 
Reference and U.S. Supreme Court Review of  State 
court Judgmentes: A Study in Comparative Judicial 
Federalism>>, American Journal of  Comparative 
Law, Vol. 44, 1996.

8  En consonancia con la concepción contem-
poránea de la función jurisdiccional centrada en la 
tutela de derechos, cfr. J.F. SÁNCHEZ BARRILAO: 
Las funciones no jurisdiccionales de los jueces en garantía de 
derechos, Civitas, Madrid, 2002, pp. 89 y sigs.

9 Cfr. mi monografía El Tribunal Constitucional 
ante el control del derecho comunitario derivado, pp. 83 y sigs.



No pecamos de nostálgicos si afirmamos 
que parece que fue ayer cuando hizo su apari-
ción en el escenario europeo la ciudadanía de la 
Unión. Ello porque resulta un tanto llamativo 
que casi tres lustros después siga siendo en gran 
medida una noción casi desconocida para el 
propio ciudadano, o, mejor, que le resulta indife-
rente; y a la que debemos seguir aplicando sin 
duda los mismos calificativos con la que fue 
valorada en su momento por un amplio sector 
de la doctrina: subsidiaria, excluyente, reduccio-
nista y de parvo —no sé si cicatero— contenido. 

En todo caso, aunque desconocida, no es 
ni mucho menos una noción inexplorada, ya que 
en la década pasada y aún todavía en ésta, son 
muchos los trabajos doctrinales que la estudian 
desde diferentes perspectivas, pretendiendo 
encontrar, quizá, elementos con los que valorar-
la de manera más positiva Indudablemente, ello 
lleva a abordar más su potencialidad futura, su 
eventual dinamicidad, que su realidad actual. 

Más allá de los datos inmediatos de la ges-
tación y el debate sobre la introducción de la 
ciudadanía, apresurada o no —que no tardía— 
en el Tratado de la Unión, su simbolismo políti-
co es evidente. No se oculta, de cualquier modo, 
una cierta artificialidad cosmética en la búsqueda 
de una fuente adicional de legitimación en el 
proceso de integración.

Tras cuatro décadas desde la creación de 
las Comunidades, en aras de implicar a los ciuda-
danos en la construcción europea —que deja-
rían de ser exclusivamente meros factores o 
agentes económicos—, se introducía una noción 
que, aunque alejada de la práctica comunitaria, 
marcada con su perspectiva dominantemente 

economicista, siempre había estado presente en 
la teleología comunitaria; recordemos aquella 
«unión de hombres» a la que apelaba Monnet. 

Su nacimiento en todo caso, por más que 
desde minoritarios sectores o ámbitos pudiera 
verse con cierto entusiasmo, dejó indiferente a la 
gran mayoría de los europeos, escasamente mili-
tantes por lo que a la idea de Europa haría refe-
rencia. En palabras de J. WEILER «Maastrich, 
aclamado justamente como un notable éxito 
diplomático, ha despertado en la calle sentimien-
tos que van desde la hostilidad a la indiferencia» 
(Europa fin de siglo: 1995). 

Esta perspectiva crítica con relación a este 
instituto es la que se plantea en el trabajo que 
ahora recensionamos, y que está en el origen de 
estas notas, El significado de la ciudadanía de MARÍA 
FRAILE ORTÍZ, monografía que trae causa de la 
Tesis Doctoral defendida por la misma bajo la 
rúbrica La ciudadanía europea: de instrumento de la 
integración a atributo del ciudadano. Un trabajo en el 
que, como la autora destaca, no se pretende sino 
observar el lugar del individuo en el proceso de 
integración europea.

El trabajo se estructura en tres partes cla-
ramente diferenciadas. En la primera se nos 
presentan los elementos conceptuales e históri-
cos necesarios para plantear el nacimiento de la 
ciudadanía (pp. 25 a 45). Inmediatamente a con-
tinuación, en lo que sería el grueso de la investi-
gación, se analiza la institución de la ciudadanía 
articulada en la práctica, tanto en cuanto vínculo 
como en cuanto estatuto de derechos, presen-
tando aquélla como un mero instrumento de la 
integración (pp. 47 a 350). La última parte pre-
tende una reconstrucción de dicho instituto, 
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11 Para una rotunda crítica de la doctrina de 
nuestro Tribunal Constitucional sobre su incompe-
tencia para plantear la cuestión prejudicial, véase el 
libro citado de R. ALONSO GARCÍA: El juez español 
y el juez comunitario, pp. 261 y sigs.


